Poder Judicial de la Nación
“LIBERATORE S.R.L. c/ A.F.I.P CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO”

-EXPTE.  N(361/06-

JUZGADO FEDERAL DE SALTA N(2.-

///ta,   11  de septiembre de 2008.

VISTO:
El recurso de apelación interpuesto por la actora en contra de la sentencia de primera instancia que desestimó la demanda; y   

CONSIDERANDO:
A la cuestión planteada el Dr. Jorge Luis Villada dijo:
I) Antecedentes:

a. Se inician estos autos con la acción contenciosa deducida por Liberatore S.R.L. en contra de la resolución n( 153/02 DGI Región Salta, confirmatoria de su antecesora n( 113/01 que le aplicó sanción de multa por el monto de $15.238,36, equivalente al 50 % del importe del tributo evadido por el Impuesto al Valor Agregado (IVA) por los períodos fiscales abril y diciembre de 1998; y  marzo, abril, mayo, junio, julio y octubre de 1999, en virtud del art. 45 de ley 11.683 (to 1998) con la reducción del art. 49 primer párrafo.

Sostuvo la demandante, en apoyo de su pretensión, que existió un claro error excusable de su parte, que oportunamente advertido, generó la rectificación de su declaración jurada e inclusión de la deuda que dio origen al sumario, justamente antes del dictado de la resolución que se impugna. Aseguró  que siempre actuó de buena fe y que el propio organismo fiscal reconoció que no existió sustento fehaciente en orden a probar la conducta dolosa de su parte. Aclaró también que el hecho de haber conformado la liquidación efectuada por la inspección actuante en modo alguno importó el reconocimiento de la procedencia del ajuste; pues el contribuyente cuenta, hasta la prescripción de los respectivos impuestos, con la posibilidad de repetir lo pagado espontáneamente.

b. Para decidir como lo hizo, el a quo consideró que la defensa de la contribuyente en el proceso administrativo estuvo suficientemente garantizada por su participación en el mismo, tanto al presentar respuesta a la primera citación, como al impugnar lo resuelto por la DGI. Estimó que la actora no logró demostrar la inexistencia de las conductas merecedoras de reproche y que el documento en que se plasmó el resultado de la inspección (que arrojara diferencias en los montos de las declaraciones juradas) constituyó un instrumento público, por haber sido elaborado por un funcionario público en ejercicio de sus funciones, sin redargución de falsedad por la demandada. 

Asimismo, remarcó que la firma había sido advertida de las deficiencias en las declaraciones juradas de impuestos ya presentadas; y que entonces, al proceder a su rectificación, no hizo sino conformar los ajustes resultantes de tales deficiencias. Y concluyó que si la actora pretendió invocar error excusable,  no aportó elementos de convicción en ese sentido.     

c. A fs. 75/81 se agravia la recurrente, manifestando que el juez no consideró que, según la doctrina del Máximo Tribunal Federal, las infracciones a la ley 11.683 consagran el principio de personalidad de la pena, según el cual sólo puede ser reprimido quien sea culpable, es decir, aquél a quien la acción punible le puede ser atribuida tanto objetiva como subjetivamente, extremo que no se verificó desde que su parte no tuvo intención de evadir. 

Señala, con cita de jurisprudencia y doctrina, que  no debe confundirse un ajuste practicado por una inspección, con el procedimiento reglado de determinación de oficio, correspondiendo la sanción recién con posterioridad a este último;  pues si bien con  la declaración jurada inexacta el contribuyente da comienzo a la acción típica, desiste voluntariamente de la misma al rectificarla a instancias de la inspección.  Afirma que el fallo no ha ponderado adecuadamente la denunciada violación al principio de igualdad que se produce cuando quien resulta perjudicado es el contribuyente que presentó las declaraciones y pagó; mientras que, quien nada presenta ni paga, queda liberado de pena.     

II) Para entrar  en consideración de los agravios, debe tenerse presente que la declaración jurada es un procedimiento mediante el cual se determina el monto del tributo, y también un acto voluntario y formal por el que se informa al Fisco la situación personal del contribuyente frente al impuesto en cuestión, cuya finalidad es colaborar con la Administración. Por ello, entre todos los deberes formales, la declaración  jurada tiene una posición de preeminencia. 

 Se trata de un acto debido en virtud de disposiciones legales, que  adquiere carácter estable una vez que el sujeto obligado ha cumplido con el acto de presentación, ya que, como tiene dicho esta Cámara (in re Valdiviezo, Hector Daniel c/ AFIP- DGI s/ Contencioso Administrativo” Expte. N( 185/06 ) funciona como una garantía para ambas partes, contribuyente y administración tributaria. 

En suma, la declaración jurada es un acto que manifiesta  la voluntad de cumplir una obligación, y su finalidad consiste en colaborar con la administración, haciéndole saber el conocimiento y la voluntad del obligado de extinguir una determinada obligación (cfr. Dino Jarach “Finanzas Públicas y Derecho Tributario”, Abeledo Perrot, 3ra.edición, pág.425 y ss.).

Por su parte la ley 11.683 (t.o. Dcto 821/98), mediante la figura prevista por el art. 45, procura proteger la “renta fiscal”,  reprimiendo aquellas conductas culposas que se materialicen en la omisión de presentación de declaraciones juradas o la presentación  de declaraciones juradas  inexactas, y en este último supuesto, siempre que el juez administrativo haya descartado la existencia de declaración engañosa,  en tanto no exista error excusable.

Siendo así, quien  presenta una declaración inexacta omitiendo el pago del impuesto resultante, aún cuando la rectifique espontáneamente o a sugerencia de la inspección fiscal, queda incurso en el ilícito material de omisión de impuestos al concurrir  los presupuestos esenciales previstos en la norma citada, a menos que se verifique la existencia de error excusable.

No es esto último lo que acontece en autos, pues el actor no acreditó que fuera inducido a error, ni haberse equivocado de modo involuntario; y afirmado ésto por el juez, tampoco lo refutó con hechos contrastantes. 

Por otra parte, la rectificación de su declaración, con posterioridad y con motivo de la inspección del 5/9/99, tampoco alcanza para liberarlo de responsabilidad; pues el régimen legal, por opinable que resulte, no habilita la subsanación del vicio y dilución de la falta. 

Con esta orientación se ha sostenido que  “resulta ajeno a una recta hermenéutica de los ilícitos definidos por la presente normativa la despenalización de quien -a través de su declaración jurada rectificativa- admite la infracción material consumada, no siendo aplicable la figura del desistimiento voluntario previsto en el Código Penal. Quien haya presentado una declaración jurada inexacta, omitiendo el pago del impuesto resultante, aún cuando rectifique la misma antes que se inicie el procedimiento de determinación de oficio, queda incurso en el delito de omisión de impuestos”. 

De manera concordante, se sostuvo que  “...tal como lo señaló el Tribunal Fiscal en su oportunidad, el contribuyente rectificó las declaraciones juradas correspondientes al IVA como consecuencia de la fiscalización que se llevó a cabo, por lo que no puede atribuirse al pago efectuado el carácter de espontáneo, habida cuenta que la actividad desarrollada por el Fisco fue la determinante de la presentación de las declaraciones rectificativas en cuestión” (Empresa San Nicolás c/DGI., C.N.Fed. Contencioso administrativo, Sala IV, 1998/10/08).

En este punto, se impone señalar que el elemento material de la infracción fue expresamente reconocido por la actora desde que presentó las declaraciones juradas rectificativas admitiendo el ajuste previamente practicado por el Fisco. De ese modo, quedó configurada la infracción prevista en el art. 45, debiendo desestimarse el agravio consistente en insistir sobre la atipicidad  de su comportamiento.

Por lo demás, el art.13 de la ley 11.683 establece que “la declaración jurada está sujeta a verificación administrativa y, sin perjuicio del tributo que en definitiva liquide o determine la Administración Federal de Ingresos Públicos, hace responsable al declarante por el gravamen que en ella se base o resulte, cuyo monto no podrá reducir por declaraciones posteriores, salvo en los casos de errores de cálculo cometidos en la declaración misma. El declarante será también responsable en cuanto a la exactitud de los datos que contenga su declaración, sin que la presentación de otra posterior, aunque no le sea requerida, haga desaparecer dicha responsabilidad”.

Finalmente, tampoco se advierte afectación al derecho de defensa ni a la garantía de igualdad. Lo primero, toda vez que la contribuyente al rectificar los montos impugnados como consecuencia de la verificación realizada, no efectuó reserva alguna, lo que autoriza a tenerla por notificada de la liquidación realizada por el organismo fiscal.

Lo segundo, porque conforme lo tiene dicho la Corte Suprema de Justicia de la Nación “La igualdad establecida por el art. 16 de la Constitución Nacional no es otra cosa que el derecho a que no se establezcan excepciones o privilegios que excluyan a unos de lo que en iguales circunstancias se concede a otros” (CS 08/08/2006 “Gottschau, Evelyn P. c. Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”; DJ 13/09/2006, 108 - IMP 2006-19, 2370 - LA LEY 25/10/2006, 10, con nota de Carlos Ignacio Ríos - LA LEY 2006-F, 213, con nota de Carlos Ignacio Ríos - JA 2006-IV, 596).

En igual sentido se declaró que “Los jueces no deben sustituir al legislador sino que deben aplicar la norma tal como éste la concibió, ya que les está vedado juzgar sobre la eficacia o inconveniencia de las disposiciones adoptadas por los otros poderes en ejercicio de sus propias facultades. El derecho a la igualdad ante la ley, reconocido en el art. 16 de la Constitución Nacional, consiste en aplicar la ley a todos los casos ocurrentes según sus diferencias constitutivas, de tal suerte que no es la igualdad absoluta o rígida, sino la igualdad para todos los casos idénticos que importa la prohibición de establecer excepciones que excluyan a unos de lo que se concede a otros en idénticas circunstancias. Sin embargo, ello no impide que el legislador establezca distinciones valederas entre supuestos que estime diferentes, en tanto aquéllas no sean arbitrarias, es decir, que no obedezcan a propósitos de injusta persecución o indebido privilegio, sino a una objetiva razón de discriminación (CSJN in re  “S., V. E. y F., M. I.”,  05/02/1998  publicado en LA LEY 1998-C, 653). 

Bajo el tamiz de esta doctrina, podemos colegir que en autos no se encuentra acreditada  la  indebida persecución o ánimo de perjudicar a la actora; como tampoco es dable cuestionar el razonamiento que pudo inspirar al autor de la Ley de Procedimiento Tributario (to dcto 821/98) para equiparar la situación del contribuyente que presenta la declaración en forma inexacta, con la de aquél que no presenta nada.
III) En definitiva, encontrándose acreditado que la instrucción del sumario se realizó con apego al procedimiento legal, en el que la infractora acudió a los remedios procesales que la asistían  en sus diversas intervenciones hasta agotar la vía administrativa, sin que se advierta arbitrariedad que autorice a declarar la nulidad de las resoluciones impugnadas; corresponde rechazar el recurso de fs. 69 y confirmar la sentencia apelada en todas sus partes, con costas a la vencida en virtud del principio objetivo de la derrota (art.68- 1er. párr. C.P.C.C.N.).ASI VOTO.

A   idéntica cuestión   planteada   el Dr. Horacio José Aguilar dijo:

Lo manifestado en el voto que antecede es coincidente en lo sustancial con lo que expresé en el fallo de fecha 03/03/08 en el expediente N( 214/06 de esta Cámara, seguido entre las mismas partes, por lo que me adhiero al mismo.

En el mencionado fallo especifiqué, en cuanto a las facturas apócrifas, lo que también es aplicable en el subjudice, que mas allá del reconocimiento realizado de la deuda fiscal a través de la presentación de la nueva declaración jurada, el silencio de la contribuyente acerca de la imputación de haber usado facturas falsas en la conformación de su crédito fiscal, tiene como consecuencia que no puede ahora objetar la ilegitimidad de las operaciones amparadas por esos documentos si no aporta elementos de juicio con entidad para indicar al menos de manera indiciaria su verosimilitud.

La aquiescencia de la actora frente al cuestionamiento concreto de la Administración fiscal, reconociendo la deuda determinada por la inspección y omitiendo el ofrecimiento de pruebas sobre la existencia del crédito objetado, impide echar por tierra la presunción del organismo en que se  funda la infracción.

Aquí es menester enfatizar la distinción entre la imposibilidad de deducir el reconocimiento tácito de una infracción a partir de una modificación de la declaración jurada, que a mi criterio solo tiene eficacia a los fines tributarios y no infraccionales (mucho menos penales en sentido estricto), del silencio del contribuyente ante los informes de una inspección que dan cuenta de la posible falsedad de la facturas de compras registradas, dado que no se observa una razón plausible para que aceptase esa imputación si se la considerase errónea, teniendo la firma las mejores chances de desvirtuar con éxito la posible infracción si fuese cierta la realidad económica descripta en esos instrumentos, o al menos demostrar por qué su error fue inevitable.  
En lo que se refiere al elemento subjetivo del tipo, la jurisprudencia tiene dicho que nada impide que a través de los datos de la experiencia pueda naturalmente inferirse de los hechos producidos la ocurrencia de culpa en el acto juzgado, para lo cual basta comprobar que el hecho probado sea consecuencia normal de negligencia o de falta de previsión por parte de los responsables de dicho hecho; no se trata de una presunción de culpa, sino que es la inferencia de negligencia o imprevisión resultante del hecho mismo, recayendo en el presunto infractor la demostración de la concurrencia, como factor determinante en la configuración de la infracción, de otras circunstancias ajenas a su voluntad y que él no pudo controlar (C.Nac. Cont. Adm. Fed., in re “Frigorífico Rafaela S.A. c. D.G.I.”, rta. el 30/12/99).

Vale decir que el error en que pudo haber incurrido el contribuyente en la confección de sus declaraciones juradas incluyendo operaciones que no pueden ser computadas por ser inválidos los documentos que las amparan, debe ser alegado y probado por éste.
 Por otra parte la actora plantea la aplicación al caso de la Instrucción General N( 19/92 de la Dirección General Impositiva, que señala, en lo referido a la omisión de presentación de declaraciones juradas, que esa infracción se considerará consumada recién en el momento de correrse la vista del artículo 17 de la ley 11.683 con que se inicia el procedimiento de determinación  de oficio. Considera esa parte que no parece razonable ni acorde al principio de igualdad eximir de multa a quien habiendo omitido la presentación de la declaración jurada a su vencimiento  - y el correlativo pago del impuesto - realiza  luego dicha presentación con anterioridad a que se le corra la vista del inicio del procedimiento de determinación de oficio, y no adoptar, en cambio, idéntico criterio con quien presenta una declaración jurada inexacta pero la rectifica en forma voluntaria con anterioridad a que se le corra la mencionada vista, ingresando el impuesto correspondiente.

La cuestión planteada es tratada con detenimiento por Folco,  para quien “tratándose de la omisión de impuestos por presentación de declaraciones juradas inexactas,  resulta claro e inopinable que el ilícito se consuma cuando se exterioriza la conducta disvaliosa, es decir, cuando se materializa la presentación de tales declaraciones juradas. Queda visto - añade - que la instrucción general analizada sólo hace referencia en su texto al supuesto de omisión de impuestos por falta de presentación de declaraciones juradas, por lo cual no resulta de aplicación el criterio allí explicitado al resto de las figuras tipificadas en el artículo 45 de la ley ritual tributaria” (en “Ilícitos Fiscales - Asociación Ilícita en Materia Tributaria - ley 25.874", Rubinzal  - Culzoni Ed.,  2004, pág. 119).

Mas adelante, expone el autor citado que la doctrina ha planteado su eventual aplicación a aquellos casos en que la omisión de impuestos se produzca por la presentación de declaraciones juradas inexactas, citando los argumentos expuestos por Diez, de manera coincidente con lo transcripto en autos por la actora en sus agravios.

Sin embargo, lo cierto es que no es aplicable al caso de la inexactitud, por tratarse de comportamientos distintos y no verse afectado el principio de igualdad ante la ley.

En efecto, un supuesto es el de quien omite la presentación de su declaración tributaria y otro distinto es el de quien cumple con esa obligación pero de manera incorrecta. El hecho de que el fisco haya realizado una interpretación cuestionable en beneficio de determinados contribuyentes, no implica que deba extenderse ese tratamiento a quienes no están en esa situación,  aunque para el sentido común pudiera resultar más merecido ese tratamiento en el caso en estudio.  Aunque esto último tampoco surge con meridiana claridad, pues quien no presenta sus declaraciones juradas motiva la actuación del ente fiscal para la determinación de oficio, pues la infracción es visible y aún no se ha exteriorizado un engaño al Fisco; mientras que quien lo hace de manera incorrecta puede generar la apariencia de verosimilitud de su determinación impositiva y evitar el accionar correctivo de ese organismo.

De cualquier manera,  no se observa una actuación arbitraria de la administración por no darse en el caso  un trato desigual en perjuicio de un contribuyente o grupo de contribuyentes, sino una reglamentación diferente para situaciones fácticas distintas en las que cualquiera puede estar enmarcado, por lo que se trata un ámbito que le está vedado al Poder Judicial, reservado a la esfera de actuación legislativa y ejecutiva. ASI VOTO.

En mérito al sentido de los votos antes expuestos el Tribunal resuelve: RECHAZAR el  recurso  de fs. 69,  y CONFIRMAR  la sentencia apelada en todas sus partes, con costas a la vencida en virtud del principio objetivo de la derrota (art.68- 1er. párr. C.P.C.C.N.).
REGISTRESE, notifíquese y oportunamente devuélvase.

No firma la presente el Dr. Roberto G. Loutayf Ranea por encontrarse en uso de licencia


Fdo. Dres. Jorge Luis Villada-Horacio José Aguilar
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